A LA MESA DE

LA COMISIÓN DE COOPERACIÓN INTERNACIONAL PARA EL DESARROLLO

El Grupo Parlamentario ERC-IU-ICV, a instancias del Portavoz Joan Herrera, presenta la siguiente Propuesta de Resolución al III Plan Director de Cooperación Española 2009-2012.

Palacio del Congreso de los Diputados

Madrid, 24 de marzo de 2009

 Fdo.: Gaspar Llamazares Trigo                                 Fdo.: Joan Herrera Torres

                Diputado                                                                      Portavoz

El Grupo Parlamentario de ERC-IU-ICV valora positivamente la aprobación del III Plan Director de Cooperación Española 2009-2012. Se trata de un documento que establece pautas clave de futuro para la construcción de una política integral de desarrollo; por ello estimamos oportuno alcanzar un mayor grado de concreción en los aspectos relativos al marco presupuestario, que en definitiva nos va a permitir ejecutarlo, así como en los instrumentos para llevarlo a cabo.

Por todo ello,

El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Remitir a la Cámara en el plazo de 3 meses el marco presupuestario que acompañará al desarrollo del III Plan Director de Cooperación 2009-2012, haciendo especial hincapié en el objetivo del crecimiento al 0.7% del PIB en el 2012.

2. Remitir a la Cámara en el plazo de 3 meses la nueva regulación de los Fondos de Ayuda al Desarrollo (FAD) y/o nuevas herramientas de gestión de Fondos de Crédito en Cooperación (FONPRODE) la cual contemplará como mínimo los siguientes elementos:
2.1. Evaluación Mixta (Sociedad Civil del Norte y del Sur y Parlamentos implicados) de los réditos FAD emitidos hasta ahora por el Estado español, así como la cancelación y exigencia de responsabilidades en relación a los créditos declarados como ilegítimos por dicha Auditoría. Mientras se auditasen los créditos FAD anteriores, se debería declarar una moratoria de la deuda FAD que los países del Sur tienen con el Estado español. 

2.2. Eliminación de los instrumentos crediticios ligados (como los créditos FAD) en países de menor renta que la española y apuesta  por las donaciones.

2.3. No contabilización de créditos ligados (como los FAD) y su cancelación como AOD. 

2.4. No contribución con fondos públicos a las Instituciones Financieras Multilaterales – IFIs (FMI, BM y Bancos Regionales de desarrollo) y el establecimiento de una moratoria de las aportaciones hasta que no exista una transformación radical de dichas instituciones en términos de funcionamiento democrático, transparencia y no condicionalidad de políticas (respeto a la soberanía y procedimientos democráticos de los países).

2.5. Establecimiento de mecanismos públicos de control y evaluación para verificar que realmente se cumplen los puntos anteriores. 

2.6. Mantenimiento de las cifras aprobadas para el 2009 para la AOD. Redefinición del concepto actual de AOD. Ésta ha de ir dirigiéndose a erradicar aquellos mecanismos que están oprimiendo a los pueblos del Sur.

2.7. Realización de evaluaciones ex ante y ex post para todos y cada uno de los proyectos financiados mediante Ayuda Oficial al Desarrollo, con carácter de donación y desligado, dejando de lado las prácticas de financiaciones globales de país. Asimismo se debería crear un mecanismo público de control (donde puedan participar activamente las sociedades civiles del Norte y del Sur), evaluación, denuncia y asunción de responsabilidades en aquellos proyectos que resulten perjudiciales para los pueblos receptores. Para que este mecanismo público de control funcione, es muy importante que exista transparencia. Sin el acceso a la información no puede haber ni control ni evaluación.

2.8. Redirección de la gestión de estos instrumentos hacia al Ministerio de Asuntos Exteriores, de forma que sea éste y no los ministerios económicos (Economía y Hacienda y/o Industria, Turismo y Comercio) quien certifique que los proyectos elegidos son aceptables en tanto que cumplen los criterios de sostenibilidad y desarrollo aprobados en sus respectivos planes de Cooperación al Desarrollo.
3. Remitir a la Cámara en el plazo de 3 meses la nueva regulación de la cobertura de riesgo CESCE y/o nuevos Fondos para la Internacionalización de las empresas (FIEM) la cual contemplará como mínimo los siguientes elementos:

3.1. Abolición de CESCE. 
3.2. Auditoría de los Proyectos de cobertura comercial anteriores generadores de Deuda Externa Pública privada en cualquier país. En el supuesto de que existieran evidencias de ilegitimidad, se requeriría cancelar esas deudas y exigir un reconocimiento de responsabilidades a todos los actores implicados. Estas auditorías deben ser mixtas, contando con la participación de la sociedad civil del país del Sur y del Estado español, así como con los parlamentos correspondientes. Mientras dure el proceso de auditoría, se debe declarar una moratoria sobre el pago de la deuda considerada.
3.3. Exigencia de transparencia y de garantías ante la corrupción. 

a) Resulta imprescindible resolver la contradicción señalada, primando el principio de transparencia que debe informar a toda administración democrática. Asimismo, se deben establecer mecanismos de información sobre el proceso de evaluación de los proyectos, así como los momentos y medios a través de los cuales las partes pueden participar en el proceso. Esto debería incluir medios para que la sociedad civil del Estado español pueda participar en la toma de decisiones que atañen la gestión de fondos públicos, tal como es el caso de los seguros otorgados por CESCE. 
b) CESCE debe presentar informes anuales al Parlamento español donde se hagan públicas todas sus actividades como ECA. 
c) CESCE debería seguir las recomendaciones del Grupo de Trabajo sobre corrupción de la OCDE (2006). Además se requeriría: a) Modificar la legislación para establecer mecanismos de responsabilidad exterior. Imponer multas cuando empresas corrompen en el exterior; b) CESCE pide actualmente la firma de un documento a la empresa, en el cual ésta asume que conoce el Convenio contra la Corrupción. Pero esta declaración debería extenderse a los agentes que actúan en nombre de la empresa exportadora y a las empresas subcontratadas.

3.4. Derechos humanos:
a) Todo tipo de apoyo mediante seguros CESCE a proyectos armamentísticos o que potencialmente pueden permitir la violación de los Derechos Humanos deben ser excluidos
b) .
c) Necesaria corresponsabilización, mediante las adecuadas medidas legislativas, a CESCE por el apoyo a los proyectos privados en el exterior en caso de incumplimiento de los derechos humanos.
d) Judicialización de CESCE en los casos en los cuales haya asegurado proyectos que incumplen los Derechos Humanos.
e) Exclusión de todos los proyectos que vulneren los derechos económicos, culturales y sociales de la población, especialmente el derecho a la alimentación y a la tierra, y a los servicios sociales básicos (educación, salud, energía, agua). Por tanto, CESCE no debería apoyar proyectos que impliquen o contribuyan a la privatización de los servicios sociales básicos. 

3.5. Apoyo a proyectos que vulneran el medio ambiente. 
· Exclusión de todo tipo de apoyo mediante seguros de CESCE a proyectos:

a) Que comporten graves impactos ambientales 

b) Que influyen significativamente en el cambio climático (p.ej. industrias extractivas y represas),

c) Que incluyen tecnología nuclear, 

d) Proyectos en el ámbito forestal en zonas de alto valor ecológico, y que pueden generar conflictos de tierras. 

e) Proyectos que se relacionen con la compra de derechos de reducción de emisiones equivalentes de CO2 y agrocombustibles 

· Creación de una unidad independiente que asegure de manera específica el cumplimiento de las obligaciones ambientales por parte de CESCE. 

3.6. Participación de los actores afectados. Los proyectos de CESCE reciben una aprobación técnica sin haber consultado a todos los implicados. No existen oficinas y/o unidades específicas para hacer reclamaciones sobre el proceso de decisión. Tampoco existe información pública sobre el proceso de evaluación de los proyectos. 

a) Asegurar mecanismos para que CESCE garantice que las comunidades afectadas han sido consultadas y plenamente informadas de los impactos de los proyectos asegurados. Además, tanto estas poblaciones como los parlamentos del país del Sur (donde tiene lugar el proyecto) deben ser involucrados de manera activa en el proceso de toma de decisiones de las evaluaciones ambientales y de la planificación de compensaciones y desplazamientos. Por otra parte, CESCE debería efectuar visitas de campo independientes para verificar in situ los impactos y conocer las necesidades y reivindicaciones de las comunidades potencialmente afectadas.

b) Habilitación de oficinas y unidades específicas para que se puedan hacer reclamaciones sobre el proceso de decisión, puesto que por el momento, quien acoge las reclamaciones es quien tomó la decisión.

c) Asimismo, publicación por parte de CESCE de una evaluación propia e independiente, del proceso de consulta y de los acuerdos negociados con las comunidades afectadas.

d) Creación de los mecanismos públicos de evaluación independiente ex ante, seguimiento, denuncia y asunción de responsabilidades por la participación/aseguramiento de proyectos de internacionalización de empresas españolas para garantizar el cumplimiento de las directrices sociales de la OCDE para empresas multinacionales. El proceso debería ser transparente e incluir la participación de los parlamentos, actores sociales y comunidades afectadas (en lugar de la creación de comités integrados por sectores empresariales que actúan como juez y parte). 

